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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA 
EXPEDIENTE: 0402/2020-3

ACTOR: **********
DEMANDADO: DIRECTORA GENERAL DE CATASTRO, DESARROLLO URBANO Y NUEVOS PROYECTOS DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ Y CODEMANDADAS
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO

San Luis Potosí, S.L.P., a once de diciembre de dos mil veinte. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0402/2020-3, promovido por ********** contra actos de la Directora General de Catastro Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, Director de Administración y Desarrollo Urbano, y Analista de Fraccionamientos de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, todas pertenecientes al Municipio de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante auto de veintiocho de julio de dos mil veinte, se tuvo por recibido el escrito firmado por el Licenciado ********** Representante Legal de la empresa ********** quien promueve juicio contencioso administrativo en contra de las siguientes autoridades: 1.- Arquitecta********** Directora General de Catastro Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos del Municipio de San Luis Potosí; 2.- Licenciado **********Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí; y, ********** Analista de Fraccionamientos de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí; por la nulidad de los siguientes actos: “RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA de fecha 12 doce de marzo de 2020 dos mil veinte, mediante la cual la autoridad demandada Dirección General de Catastro Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos del Municipio de San Luis Potosí, por conducto de su titular ********** resolvió el Recurso de Revisión ********** promovido por mi representada, al recurrir los actos consistentes en: 1.- Oficio emitido el día 21 veintiuno de enero de 2020 dos mil veinte, identificado con el número ********** Folio ********** dictado por el Licenciado ********** en su calidad de Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí y 2.- Supuesta inspección física o visita aparentemente realizada por personal del área de supervisión de la Dirección de Administración y desarrollo Urbano el día 10 de enero de 2020 y el acta que se pudo haber generado a raíz de dicha visita y según se desprende de la resolución impugnada fue aparentemente realizada por la C. ********** Analista de Fraccionamientos de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano.”; manifestando que tuvo conocimiento del acto impugnado el veinticinco de mayo de dos mil veinte; se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que dentro del término legal manifestaran lo que a su interés conviniera. Con proveído de veintiuno de septiembre de dos mil veinte, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, se ordenó correr traslado a la parte actora con los escritos de contestación, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual se verificó el diecinueve de octubre de dos mil veinte, sin asistencia las partes, se hizo relación de constancias, en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales aportadas por las partes dada su propia naturaleza; en período de alegatos, se certificó que no se formularon por ninguna de las partes; y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- El compareciente por la parte actora demostró la personalidad con que acude a juicio, mediante la exhibición de la copia certificada del Instrumento número ********** volumen ********** que contiene Poder Especial en cuanto a su objeto pero General en cuanto a sus facultades para Pleitos y Cobranzas, otorgado al Licenciado ********** levantado ante la fe del Notario Púbico número Cuatro con ejercicio en el Primer Distrito Judicial del Estado de San Luis Potosí, con el que acredita su carácter de representante legal de la persona moral actora; exhibiendo también la resolución del Recurso de Revisión ********** de fecha doce de marzo de dos mil veinte, emitida por la Directora General de Catastro Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos del Municipio de San Luis Potosí, que constituye el acto impugnado; documentos visibles en fojas 19 a 26 y 52 a 64 del sumario.
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues el Director de Administración y Desarrollo Urbano, quien compareció por sí, y en representación de la Analista de Fraccionamientos de la citada Dirección, acompañó copia certificada de su nombramiento, y la Directora General de Catastro Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos del Municipio de San Luis Potosí, también exhibió copia certificada de su nombramiento; que obran en fojas 79 y 94 de este expediente.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos, en el desempeño de sus funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la Resolución Administrativa de fecha 12 doce de marzo de 2020 dos mil veinte, mediante la cual la autoridad demandada Dirección General de Catastro Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos del Municipio de San Luis Potosí, resolvió el Recurso de Revisión ********** promovido por la hoy actora, al recurrir los actos consistentes en: 1.- Oficio emitido el día 21 de enero de 2020, identificado con el número ********** Folio ********** dictado por el Licenciado ********** en su calidad de Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí; y, 2.- Supuesta inspección física o visita aparentemente realizada por personal del área de supervisión de la Dirección de Administración y desarrollo Urbano el día 10 de enero de 2020, y el acta que se pudo haber generado a raíz de dicha visita y según se desprende de la resolución impugnada fue aparentemente realizada por la C. ********** Analista de Fraccionamientos de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada pronunciada por del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 185, Tomo VIII, Noviembre de 1991, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Registro 221332, que dice:
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. …”
En esa tesitura, se advierte que las demandadas Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí y Analista de Fraccionamientos de la citada Dirección, hicieron valer la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con la excepción de Falta de Legitimación Pasiva que opusieron, señalando que el acto impugnado en este juicio de nulidad, no fue emitido por ellos, sino por la diversa demandada, Directora General de Castro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; sin que les asista la razón a estas demandadas, ya que si bien es cierto, que la resolución del recurso de revisión impugnada fue emitida por la citada Directora General; también lo es, que de acuerdo al principio de Litis Abierta, previsto por el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala debe atender todos los planteamientos que realice la empresa actora, relacionados tanto con la resolución del recurso de revisión, como con los actos que fueron recurridos, los que sí fueron emitidos por estas autoridades, por lo que no se actualiza la causal de sobreseimiento que invocaron.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.
Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban estudiar de oficio, ni incidentes planteados, por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación visibles en fojas 5 a 17 de este sumario, argumentos que se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan.

Al respecto, es aplicable por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, pronunciada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 164618, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”
SEXTO.- Esta Sala Unitaria, procede al estudio y análisis de los conceptos de impugnación que hace valer la demandante, los cuales se analizan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento. 
Previamente, es menester señalar que se analizarán a la luz del Principio de Litis Abierta, atentos a lo ordenado por el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y a la interpretación que hace la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Ejecutoria dictada en el Recurso de Revisión Administrativa número ********** del artículo 93 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en relación con dicho principio, conforme al cual, en el Juicio Contencioso Administrativo local debe entenderse que la parte actora puede formular conceptos de impugnación en contra de la resolución del recurso de revisión, así como en contra de la resolución definitiva originalmente recurrida, lo que nos obliga a atender todos los planteamientos que realice la parte actora, relacionados con ambas resoluciones del procedimiento administrativo, aunque parezcan novedosos.
Por lo que se examinarán los conceptos de impugnación en concatenación con las resoluciones de origen del acto impugnado, siendo la contenida en el oficio número ********** folio ********** emitido el veintiuno de enero de dos mil veinte, por el Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí, visible en fojas 30 y 31 del sumario; así como la inspección física o visita aparentemente realizada por personal del área de supervisión de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano el día diez de enero de dos mil veinte; asimismo se analizarán tomando en consideración la resolución recaída al recurso de revisión de fecha doce de marzo de dos mil veinte, mediante la cual confirmó el oficio número ********** folio ********** del veintiuno de enero de dos mil veinte.

Precisado lo anterior, por cuestión de orden y cuyo análisis es de estudio preferente, se entra al estudio de los argumentos contenidos en los conceptos de impugnación Tercero y Cuarto, mismos que se estudian en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en la parte que se combate la indebida fundamentación y falta de motivación de la competencia del Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí para emitir el oficio ********** folio ********** que fue materia del recurso de revisión; presupuesto procesal cuyo estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto; conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

 “Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”

“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

“…Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

[Énfasis añadido]

Resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada Tesis: XII.2o.2 A (10a.), pronunciada por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, publicada en la página: 2300, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Registro 2005663, que dice:
“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad. ...”
[Énfasis añadido]
Y por analogía, la Tesis Jurisprudencial (IV Región) 2o. J/5 (10a.), pronunciada por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, publicada en la página: 2018, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Registro 2011406, que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. ...”

Conceptos de impugnación que se analizan en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente, y que en la parte medular dicen:

“TERCERO.”
“En el agravio segundo mi representada sostuvo que el acto de autoridad recurrido resultaba ilegal ya que la autoridad demandada para expedir el oficio impugnado invocó los numerales...y de las citadas disposiciones no se encuentra inmersa la competencia de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano Municipal para emitir el oficio...”

“...la autoridad recurrida omitió especificar de forma exhaustiva la fracción e inciso del precepto que le otorga la atribución ejercida para dar contestación a la solicitud... no basta la sola mención del artículo 162... cuando dicho artículo lo componen varias fracciones e incisos.”

“Irregularidad y deficiencia que enderezó el superior jerárquico... en la resolución administrativa impugnada... sostuvo que el artículo 162, fracción XXIII, inciso d. fue invocado en el oficio impugnado...”
“...el acto administrativo...fue únicamente dictado por el titular de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano Municipal y no lo expidió conjuntamente con la Mesa Colegiada respectiva, incurrió en esa irregularidad la Dirección General... al confirmar ese acto administrativo...”
“CUARTO.”

“...no es verdad lo que afirma en cuanto a que el artículo 162 fracción XXIII, inciso d. del Reglamento del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., fue invocado en el oficio impugnado...la autoridad recurrida... solo citó el artículo 162 y es la demandada en un intento de enderezar la deficiencia del acto... quien sostiene que se citó el artículo 162, añadiendo la fracción XXIII e inciso d. ...”
Conceptos de impugnación que resultan fundados de acuerdo a lo siguiente:
En el oficio ********** folio ********** materia del recurso de revisión, visible en fojas 30 y 31 del sumario, se advierte que el Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí, no cumplió con los requisitos de debida fundamentación y motivación de su competencia para emitirlo, ello es así, pues señaló como fundamentación de su acto los numerales 115 fracción V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 114 fracción V de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 133 fracción I, 161 y 162 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí; sin especificar de forma exhaustiva la fracción e inciso del precepto 162 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, que le otorga la atribución ejercida para emitir el citado acto, lo que debió haber precisado, pues el numeral en comento tiene veintisiete fracciones, en las que se establecen funciones que corresponden a diferentes direcciones, ello aunado a que tampoco se contienen las causas y motivos por las cuales considera que los numerales que invocó le otorgan competencia.
Ahora bien, en la resolución del recurso de revisión impugnada, que obra en fojas 52 a 64 de este expediente, se advierte que se declaró infundado el segundo agravio, en lo relativo a la indebida fundamentación y motivación de la competencia de la autoridad que emitió el oficio recurrido, bajo el argumento de que en dicho documento fue invocado el artículo 162, fracción XXIII, inciso d. del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, que contempla a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano que expidió el oficio que se combate, con determinadas funciones, entre las que se encuentra la de otorgar, vigila y verificar la autorización de licencias de fraccionamientos; apreciación que resulta errónea, dado que, como se señaló en el párrafo que antecede, del contenido del oficio recurrido no se advierte que contenga la fracción e inciso del artículo 162 que refriere. Por lo que le asiste la razón a la parte actora, al señalar que el citado oficio fue emitido sin precisar los ordenamientos aplicables que expresamente contengan las facultades de la autoridad que lo emitió.
En ese sentido, tenemos que, por una parte, la autoridad que emitió el oficio recurrido no precisó en forma exhaustiva la normatividad que le otorga facultades y competencia para emitirlo, pues omitió citar de forma clara y precisa la fracción e inciso del artículo 162 en que funda su competencia; y por otra, la autoridad superior, al resolver el recurso de revisión, omitió realizar un análisis de la referida fundamentación y motivación, pues no se percató que en el mismo no se precisaron la fracción e inciso del artículo 162 en que dice se funda la competencia, siendo que contrario a ello, en la resolución del recurso aduce que la fracción XXIII, inciso d. del artículo 162 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, fueron invocados en el oficio recurrido. 
También le asiste la razón a la empresa actora, al señalar, que las atribuciones y facultades de la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, contenidas en el artículo 162, fracción XXIII, inciso d., se deben realizar conjuntamente con la Mesa Colegiada respectiva; por así establecerlo, la última parte del inciso d fracción XXIII del propio numeral.
En tales condiciones, es evidente que la autoridad emisora del oficio recurrido, no fundó y motivo debidamente su competencia, lo que debe constar de manera expresa en el acto administrativo; por tanto, si en los ordenamientos legales señalados en el acto que emitió, no se precisa la fracción e inciso que le otorga competencia para ello, resultan fundados los conceptos de impugnación en la parte que se estudia; no obstante lo anterior, a nada práctico conduciría determinar la nulidad por indebida fundamentación y motivación de la competencia de la autoridad que emitió el acto, pues su consecuencia sería únicamente que se emitiera un nuevo acto en el que de forma correcta se funde y motive la competencia de la autoridad facultada para emitirlo, reiterando el sentido de lo resuelto en el oficio recurrido.
Por lo que se estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; lo que se traduce en la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; por tanto, se debe precisar que el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la actora en el escrito de demanda, será tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio, a efecto de eliminar en su totalidad sus efectos y reenvíos innecesarios; esto es, debe traducirse en la satisfacción de la pretensión principal de la demanda de nulidad, generando la imposibilidad de un nuevo pronunciamiento por parte de la demandada que implicaría un nuevo juicio y un retardo de la justicia.
Tiene aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia P./J. 3/2005, pronunciada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página: 5, Tomo XXI, Febrero de 2005, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 179367, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
En esa tesitura, se procede al estudio de los conceptos de impugnación, Primero, Segundo y Cuarto, que se analizan en forma conjunta por estar relacionados entre sí, en la parte que impugnan la indebida fundamentación y motivación del acto, así como violación a los principios de congruencia y exhaustividad, al imponer a la empresa actora una condicionante para dar trámite a su solicitud de actualización de la licencia de fraccionamiento, lo que se examina en concatenación con las diversas constancias que obran en autos ofrecidas por las partes. 
Conceptos de impugnación que, en parte medular, refieren: 
PRIMERO.- La autoridad demandada…no atendió de forma debida el agravio primero hecho valer en el Recurso de Revisión, lo que evidentemente atentó con el principio de congruencia y exhaustividad, al pasar por alto que el tema de fondo de dicho recurso es que la autoridad recurrida… condicionó a mi representada otorgar la actualización o prórroga de la licencia al retiro de dispositivos… no atendió las circunstancias especiales y particulares del caso, esto es que las vialidades se encuentran en vías de construcción, que por lo mismo no son transitables en un cien por ciento, razón por la cual se pidió la actualización o prórroga de la licencia del Fraccionamiento con la finalidad de permitir a los trabajadores y maquinaria continuar con los trabajos de urbanización, que el material de construcción requiere ser almacenado y custodiado ante la inseguridad del área, que resultaba incongruente que la autoridad condicionara la actualización de la licencia de fraccionamiento al retiro de elementos que supuestamente impiden el libre tránsito en las vialidades del fraccionamiento, toda vez que dichas vialidades no han sido municipalizadas y la urbanización del fraccionamiento aún no se ha concluido, aspectos de los cuales no se pronunció…”
“…nos encontramos ante una resolución que transgrede el artículo 143… carece de congruencia y exhaustividad… porque la justicia completa implica que deben resolverse todos los puntos sometidos a la jurisdicción de las autoridades, en este caso, todas las cuestiones sometidas a la consideración de la demandada -Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos- debieron ser analizados para que su resolución cumpliera con los elementos de congruencia y exhaustividad…” 

[Énfasis añadido]

“SEGUNDO.”

La demandada incurrió en violación al principio de exhaustividad, por no examinar y dar contestación a los razonamientos vertidos en el primer agravio contenido en el Recurso de Revisión… al ser omiso en resolver la cuestión efectivamente planteada, esto es el tema de fondo, en que la autoridad de inferior grado, condicionó a la recurrente al retiro de dispositivos que supuestamente impiden el libre tránsito por las vialidades del Fraccionamiento para así estar en condiciones de atender lo peticionado, esto es la petición de mi representada de obtener la actualización de la licencia o prórroga de fraccionamiento...”
“…Toda vez que mi representada no logró concluir las obras de urbanización, es que solicitamos la actualización o prórroga de la licencia de fraccionamiento… en el escrito de solicitud de fecha 17 diecisiete de diciembre de 2019 dos mil diecinueve, mediante el cual se le mencionó a la Dirección… que 18,216.03 metros cuadrados están destinados a vialidades y banquetas (área urbanizable) y que de esa superficie sólo restaba por urbanizar un área de 3,193.67 metros cuadrados… en el presupuesto de urbanización se detallan cada uno de los conceptos de terracerías y pavimentos, sobre los tramos de vialidad faltante por urbanizar, lo cual debió ser corroborado por la autoridad competente para mediante una orden de inspección y verificación determinar el pago de derechos por el monto de las obras que no se hayan realizado.”
De haber atendido la cuestión efectivamente planteada, al erigirse como un órgano de revisión de los actos de la autoridad de inferior grado, debió arribar a la conclusión que no existe disposición en la Ley y Reglamento, que prevea abstenerse de proveer la prórroga o actualización de la licencia condicionando para ello al retiro de elementos que impiden el libre tránsito, por lo que ambas al conocer del asunto infringen el principio de legalidad… no se invocó disposición legal, mediante la cual previera establecer términos o condiciones como la de retirar dispositivos que impiden el libre tránsito… y que una vez cumplido tal requerimiento, proseguir a atender lo peticionado, esto es con tal
 acto y resolución paralizaron la petición de actualización o prórroga de la licencia, cuando esta tiene como finalidad el que se le permita al Fraccionador concluir con las obras faltantes de urbanización…” 
“CUARTO.”
“Irroga afectación a los derechos y garantías de mi representada de legalidad y certeza jurídica en la aplicación de la ley... las consideraciones vertidas por la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos en el considerando quinto de la resolución impugnada, al estimar que el agravio segundo planteado en el Recurso de Revisión es infundado.”

“...se argumentó en dicho agravio... que el oficio impugnado infringió lo previsto en el artículo 164 fracción V y artículo 165 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, en el que se establecen elementos y requisitos que debe reunir un acto administrativo... Que estaba obligada la autoridad a fundar y motivar...”

“...Que ninguna de las disposiciones citadas por la autoridad prevé como requisito para atender a lo peticionado en el escrito de fecha 17 de septiembre de 2019, realizar retiro de supuestas obstrucciones a la vialidad. Máxime cuando dichas vialidades aún no han sido entregadas al municipio o municipalizadas, debido a que no se ha concluido con los trabajos de urbanización.”
“Que la autoridad fue omisa en señalar las disposiciones legales que lo facultan para condicionar el otorgamiento de la actualización de la licencia de fraccionamiento al retiro de supuestas obstrucciones al libre tránsito.”
“Que la autoridad fue omisa en nombrar... la ley aplicable al caso concreto y que prevé en su caso el procedimiento que supuestamente siguió para condicionar el otorgamiento de la actualización de la licencia de fraccionamiento...” 

“...que evidentemente en esa porción del oficio se encuentra indebidamente fundado y ayuno de motivación, debido a que la autoridad no motivó el acto de autoridad, al no encuadrar los hechos dentro de una hipótesis normativa que deriven en la condicionante impuesta...”
“...resulta un razonamiento dogmático el que la Dirección General de Catastro y Desarrollo Urbano Municipal se limite a afirmar que la autoridad recurrida sí funda y motiva el acto impugnado en revisión... en el que se condiciona la actualización de la licencia del fraccionamiento a la adecuación de las obras del proyecto autorizado, ya que se insiste debió concordar con mi representada de que los artículos que citó en la recurrida no prevé la hipótesis de condicionar la prórroga de la licencia al retiro de dispositivos... de ahí que el agravio debió ser declarado fundado al estar el acto indebidamente fundado y motivado...”
Conceptos de impugnación que en parte transcrita resultan fundados y suficientes para decretar la ilegalidad del acto impugnado, en razón que, tanto del oficio de origen número ********** folio ********** de fecha 21 de enero de 2020, como de la resolución recaída al recurso de revisión **********del 12 de marzo de 2020, visibles en fojas 30, 31 y 52 a 64 de este sumario, se advierte que efectivamente las autoridades demandadas vulneran el principio de legalidad tutelado en los artículos 14 y 16 constitucionales, al imponer a la empresa actora una condicionante para dar trámite a su solicitud, sin cumplir con los requisitos de fundamentación y motivación.
En primer término, se debe destacar que el oficio número ********** folio ********** de fecha 21 de enero de 2020, fue emitido en respuesta a la solicitud de actualización de la licencia de fraccionamiento denominado ********** ubicado en calle ********** en esta ciudad capital; en consecuencia, para tramitar y resolver la solicitud, la autoridad competente debe apegarse a lo establecido en las disposiciones aplicables en materia de prórrogas de licencias de fraccionamiento, vigentes en el momento en que se emitió la licencia correspondiente, de ahí que no puede sujetar su trámite al cumplimiento de requisitos o condiciones que no están expresamente establecidas en la normatividad aplicable al caso concreto, o en su defecto, en la propia licencia de fraccionamiento.
En esa tesitura, es conveniente precisar que las prórrogas para la conclusión de las obras cuando el fraccionador no las realice en el plazo autorizado, como en el caso se trata de la solicitada por la empresa actora, se encuentran reguladas en los artículos 78 párrafo séptimo y 81 del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí, siendo estos los que establecen los requisitos para dar trámite y resolver la solicitud respectiva, numerales en comento que a la letra dice:
“ARTICULO 78.- Generalidades. El fraccionador o promovente está obligado a construir, por su cuenta y costo, todas las obras de urbanización del fraccionamiento…”
“…Si las obras respectivas no quedaran concluidas en el plazo autorizado por la Dirección o no se hubiere concedido prórroga para su conclusión, el fraccionador o promovente estará obligado a cubrir nuevamente el pago de derechos por monto de las obras que no se hayan realizado en tiempo.”
ARTICULO 81.- Prórrogas. Cuando el fraccionador o promovente no realice las obras de urbanización en el plazo autorizado, podrá solicitar a la Dirección, oportunamente y por escrito, una sola prórroga por un tiempo no mayor al 20 % del tiempo inicialmente autorizado, exponiendo los motivos que ocasionaron el retraso. La Dirección dictaminará la aceptación o rechazo de la solicitud de prórroga.
[Énfasis añadido]

De los numerales transcritos se despende: la obligación del fraccionador de construir todas las obras de urbanización del fraccionamiento;  y, la hipótesis de que las obras no queden concluidas en el plazo autorizado, en cuyo caso el fraccionador podrá solicitar prórroga para su conclusión, estando obligado a cubrir nuevamente el pago de derechos por monto de las obras que no se hayan realizado en tiempo.

En ese sentido, para dar trámite a la solicitud de la empresa actora y, en su caso otorgar la prórroga solicitada, la autoridad competente no debe pedir requisitos o condicionantes que no estén previstos en los artículos que han sido transcritos, en razón de que el Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí, es el ordenamiento vigente en la materia en la fecha en que se otorgó la licencia de fraccionamiento cuya prorroga fue solicitada, sin que sea válido pedir requisitos adicionales, o que se contengan en leyes expedidas con posterioridad a ello, pues de hacerlo así se vulnera el principio de irretroactividad de la ley, al aplicar en perjuicio del gobernado, disposiciones que no estaban vigentes al momento de emitir la licencia de fraccionamiento. 
Es conveniente destacar, que para dictaminar la aceptación o rechazo de la solicitud de prórroga, la autoridad está obligada a considerar que las obras tienen que ser concluidas, en razón de que debe prevalecer la finalidad para la cual se otorgó la licencia de fraccionamiento, esto es, que el Fraccionador concluya con la totalidad de las obras para las cuales se otorgó la licencia respectiva; sin perjuicio de cubrir el pago de derechos que corresponda, por la nueva autorización de prórroga.
Sentado lo anterior, se procede a analizar el oficio primigenio de fecha 21 de enero de 2020, del que se advierte que el trámite de la prórroga de la licencia de fraccionamiento que fue solicitada por la empresa actora, se condiciona al retiro de dispositivos que impiden el libre tránsito por las vialidades del fraccionamiento, sin embargo, no se desprende de su texto que se señalen la normatividad en que se funde la autoridad para establecer dicha condicionante.
Siendo conveniente transcribir el oficio de referencia, que dice:

“DIRECCIÓN DE ADMINSITARCIÓN 

Y DESARROLLO URBANO

COORDINACIÓN DE ORDENAMIENTO URBANO

**********FOLIO: **********
“San Luis Potosí, S.L.P. a 21 de enero de 2020”

**********
“En atención a su escrito recibido en esta Dirección el día 17 de diciembre de 2019, con folio ********** a través del cual solicita la actualización del permiso para obras de urbanización del fraccionamiento denominado ********** ubicado en calle ********** en esta ciudad capital y registrado en esta Dirección bajo el número 24422/2012 de fecha 23 de agosto de 2012 y actualización del permiso para obras de urbanización de fecha 19 de enero de 2018, al respecto por este medio le informo:”

“Derivado de la visita realizada al fraccionamiento por personal del área de supervisión de esta Dirección en fecha 10 de enero de 2020, se advierte la existencia de bardas sobre la vialidad denominada... así como el paso de servicio; de igual manera se detectó la colocación de una reja fija, así como una reja con pluma manual y caseta fija sobre la vialidad... mismos que no se encuentran autorizados en el plano de lotificación del fraccionamiento.” 

“Por lo anterior y para estar en posibilidades de atender a lo peticionado, es necesario que su representada realice a la brevedad el retiro de las bardas, plumas, casetas y cualquier otro dispositivo que impida el libre tránsito por las vialidades públicas, ya que el proyecto en referencia fue gestionado por su representada y autorizado como fraccionamiento y no como régimen de propiedad en condominio.”

“As (sic) mismo se le solicita que una vez atendido el requerimiento anterior se notifique por escrito a esta Dirección y se pueda continuar con el trámite solicitado.”

“Lo anterior para su conocimiento y fines correspondientes de conformidad con el contenido de los numerales 115 fracción V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 114 fracción V de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 133, fracción I, 161 y 162 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí”

“Sin más por el momento, quedo de usted.”

“ATENTAMENTE.

LIC.JUAN ANTONIO DALAZAR MUÑOZ

DIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN Y DESARROLLO URBANO

DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ”

De lo que se advierte que el Director de Administración y Desarrollo Urbano demandado, señaló en el oficio transcrito que para estar en posibilidad de atender la solicitud de actualización de la licencia del fraccionamiento que presentó la empresa actora, es necesario que se realice a la brevedad posible el retiro de bardas, plumas, casetas y cualquier otro dispositivo que impida el libre tránsito por las vialidades del fraccionamiento, ya que el proyecto en referencia fue gestionado y autorizado como fraccionamiento y no como régimen de propiedad en condominio; y le solicita que una vez atendido el requerimiento anterior se notifique por escrito a esa Dirección y se pueda continuar con el trámite solicitado; de lo que es claro, que el trámite de la solicitud se está condicionando a la realización de determinados actos, sin que se advierta la fundamentación en que se apoye la autoridad para ello, es decir las disposiciones legales donde se establezca que como requisitos para otorgar una prórroga de una licencia de fraccionamiento, o para dar trámite a la misma, se deban cumplir con determinadas condiciones, en el caso específico, los artículos que dispongan que para ello es necesario que se retiren los dispositivos que impida el libre tránsito por las vialidades del fraccionamiento, lo que implica la demolición de obras; así como la normatividad que establezca que cuando un proyecto sea gestionado y autorizado como fraccionamiento, previo a dar trámite a las solicitudes de actualización o prórroga de la licencia respetiva, se deban cumplir las citadas condiciones; lo que en el caso que nos ocupa no aconteció, de ahí la indebida fundamentación y motivación del acto administrativo.
Sin que pase inadvertido a esa Sala que en el último párrafo del oficio en estudio, se señala que se emite de conformidad con los numerales 115 fracción V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 114 fracción V de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 133, fracción I, 161 y 162 del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí; lo que resulta insuficiente para tener por debidamente fundado y motivado el acto, pues en ninguno de estos artículos se contiene la condicionante que se impuso a la empresa actora para dar trámite a su solicitud. 

Ahora bien, del contenido de la resolución recaída al recurso de revisión ********** de fecha 12 de marzo de 2020, se advierte que la autoridad demandada al resolver el agravio primero, en lo relativo a la condicionante que se impuso a la empresa actora para otorgar la actualización o prórroga de la licencia que solicitó, se limitó a señalar que el agravio es inatendible, toda vez que en la resolución emitida en el juicio de nulidad 510/2018 del índice de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, se resolvió la incompetencia del funcionario que emitió el acto impugnado en dicho juicio, y que por ello su contenido no es aplicable en la resolución administrativa ahora impugnada; sin realizar ningún pronunciamiento, en relación con los demás argumentos que fueron planteados en el citado agravio, por lo que le asiste la razón a la empresa actora al señalar que la resolución impugnada vulnera el principio de exhaustividad. 
En cuanto a lo señalado en el agravio segundo, en la parte que se impugnó la fundamentación y motivación de la condicionante que se impuso a la empresa actora en el oficio recurrido, la autoridad demanda, lo declaró infundado, bajo el argumento de que el artículo 162 fracción XXIII, inciso d. del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, que dice se invoca en el oficio recurrido, contempla a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, por lo que sí se encuentran inmersas las facultades para realizar el requerimiento relativo al retiro de obstrucciones a la vialidad publica por no ajustarse al proyecto relativo a la licencia de fraccionamiento, como se indica en el reporte de supervisión hecho por ********** en el que tiene sustento el oficio ********** que fue recurrido, y que por ello la autoridad recurrida si funda y motiva el acto que se impugna. 
Lo que resulta inexacto, en razón que en el oficio ********** analizado con antelación, no se señaló de manera específica el artículo 162 fracción XXIII, inciso d. del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, y tampoco el reporte de supervisión realizado por ********** pues solo se hace mención del numeral 162, sin precisar la fracción e inciso que refiere, así como a una visita realizada al fraccionamiento por personal del área de supervisión de esa Dirección, sin especificar por quien fue realizada, ello aunado a que aún en el supuesto de que así se hubiere señalado en el documento, lo que no aconteció; ni el numeral en mención, ni el reporte que refiere, pueden sustentar la condicionante impuesta en el oficio recurrido, ya que de ninguno de ellos se desprenden las facultades de la autoridad para realizar el requerimiento relativo al retiro de obstrucciones a la vialidad pública por no ajustarse al proyecto relativo a la licencia de fraccionamiento, como condición para dar trámite a la solicitud de prórroga presentada  por la empresa actora; pues como se ha venido señalando en esta resolución, para dar trámite a las solicitudes de prórroga como la que nos ocupa, y en su caso otorgarla, la autoridad competente no puede pedir requisitos adicionales a los expresamente señalados en la normatividad aplicable.
En otra parte de la resolución combatida, se advierte que también se declararon infundados los argumentos contendidos en el agravio segundo, donde se señala que no es posible condicionar la actualización de la licencia de fraccionamiento a la demolición de bardas, mallas, rejas y casetas de vialidad, pues dicho fraccionamiento se encuentra en fase de ejecución de urbanización, lo que justifica la existencia de estas, pues cumplen con la finalidad de resguardar el material de construcción, herramientas, mantener la seguridad del lugar para que no se efectúen robos, y que al no estar concluido en su totalidad, no se ha solicitado al Ayuntamiento la municipalización, que es un acto formal de entrega, momento hasta el que se debe verificar el proyecto autorizado por el H. Cabildo; que al estar en fase de ejecución, es justificado que las vialidades estén aptas para el libre tránsito por lo que es un contrasentido que la autoridad exija libre tránsito cuando se están construyendo.

Lo anterior se declaró infundado bajo el argumento de que el artículo 162 fracción XXIII, inciso d. del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, establece la obligación de vigilar y verificar la autorización de licencias de fraccionamientos, que una vez otorgadas, la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano debe vigilar y verificar que se cumpla dicha autorización, lo que fue realizado en la visita de supervisión del 10 de enero de 2020, en donde se informa de la construcción de bardas, rejas, y caseta fija que no están autorizados en el plano de lotificación, que el requerimiento se sustenta en la supervisión mencionada, por no ajustarse al proyecto autorizado como lo exige la norma.
De lo que se desprende, que la autoridad emisora del acto omitió realizar un estudio de las circunstancias particulares que fueron señaladas en los agravios primero y segundo del recurso de revisión, relativas a la fase de ejecución en que se encuentra la urbanización del fraccionamiento, pues no se contiene en su texto un pronunciamiento en relación con cada una de ellas, sino que se limita a mencionarlas, para luego afirmar que la autoridad recurrida sí funda y motiva la condicionante contenida el acto impugnado en revisión, bajo el argumento de que se encuentra en el artículo 162 fracción XXIII, inciso d. del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, y en la visita de supervisión efectuada 10 de enero de 2020; lo que resulta insuficiente para tener por debidamente fundado y motivado el acto, según se precisó en líneas que preceden.
Cabe destacar, que el hecho de que en el artículo 162 fracción XXIII, inciso d. del Reglamento Interno del Municipio de San Luis Potosí, se establezca que la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano tiene facultades de verificación del cumplimiento de la licencias de fraccionamientos, no es razón suficiente para tener por debidamente fundado y motivado el acto en la parte que se estudia, toda vez que para realizar esos actos de verificación, debe seguirse un procedimiento, por autoridad competente, conforme a lo establecido en la ley respectiva, y cumpliendo las formalidades del mismo, lo que no se advirtió en el caso que nos ocupa.
Por lo que le asiste la razón a la parte actora al señalar que tanto el oficio recurrido como la resolución impugnada, infringen el principio de legalidad, pues no cumplen con la debida fundamentación y motivación para condicionar el trámite de la solicitud de prórroga de la licencia de fraccionamiento que presentó, así como que la resolución del Recurso de Revisión vulnera los principios de congruencia y exhaustividad, pues no se atendieron las circunstancias especiales y particulares del caso concreto, que fueron señaladas en los agravios primero y segundo del citado recurso. 
En ese tenor, resultan fundados los conceptos de impugnación en estudio, toda vez que los actos combatidos dejan a la parte actora en estado de indefensión e incertidumbre jurídica, al condicionar el trámite de la prórroga de la licencia de fraccionamiento, al cumplimiento de requerimientos que no están previstos en la ley, lo que impide a la empresa actora concluir los trabajos de construcción de las obras para las cuales se otorgó la licencia respectiva, omitiendo también señalar de manera fundada y motivada las razones por las que considera que para atender la solicitud de prórroga en mención, se deba cumplir con la condicionante que impuso, y los preceptos legales en que se contempla.

En consecuencia, el acto impugnado resulta ilegal y deja en estado de indefensión a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener de conformidad con los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron. 

Requisitos de legalidad que se deben hacer constar en todos los actos de autoridad, siendo que en el caso que nos ocupa, por el tipo de solicitud planteada, la autoridad demandada para la emisión de la resolución, debió señalar en el acto: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que se le haya negado la solicitud, los que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto, y c) Las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas que se haya tenido en consideración para la emisión del acto; elementos y requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución, lo que al no haber acontecido deja en estado de indefensión a la actora al verse afectada en sus garantías de legalidad y seguridad jurídica, consagradas en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, incumpliendo con lo establecido en los numerales 164 fracción V y 165 fracción II del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de San Luis Potosí, 78 párrafo séptimo y 81 del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí, circunstancias que se desprenden de los actos impugnados. 
Sirve de apoyo de lo anterior la Tesis de Jurisprudencia VI.2º. J/248, pronunciada por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página: 43, Tomo 64, Abril de 1993, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Registro: 179367, que a la letra dice: 
 “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”
Es menester señalar que la demandada, Directora General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda refiere medularmente, en relación al oficio primigenio, que en el cuerpo del oficio recurrido, se conculcan los fundamentos legales que dotan de competencia a la autoridad municipal que lo emite, que se exponen razones suficientes del caso particular que apoyan el sentido de la determinación, lo cual justifica la validez jurídica y correcta aplicación de las normas que regulan en el caso concreto, así como el actuar de la autoridad municipal y sus atribuciones; y respecto a la resolución del recurso de revisión, señala que la resolución impugnada contiene disposiciones legales aplicables al caso concreto, y que los planteamientos hechos por la parte actora no pueden ser atendidos, al ser por demás alejados del cumplimiento de las obligaciones a cargo del titular de la autorización de un fraccionamiento; transcribiendo una serie de artículos de diversos ordenamientos, en los que dice fundar lo contenido en los actos impugnados.

De lo que se desprende que la autoridad demandada pretende mejorar o perfeccionar la fundamentación y motivación expuesta en el oficio recurrido y en la resolución impugnada, sin que exista disposición expresa que autorice a mejorar la indicado en esos actos, pues por el contrario, los requisitos de fundamentación y motivación, deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros, como en el caso se trata del escrito de contestación de demanda, en el que se agregan cuestiones que no se contienen en los actos impugnados, para aducir que se encuentran debidamente fundados y motivados; sin que le asista la razón a la demandada, pues contario a ello, se encuentra prohibido por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al puntualizar que en la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado, por lo que como ha quedado precisado al estudiar los conceptos de impugnación, los actos impugnados en este juicio de nulidad no cumplen con los requisitos de fundamentación y motivación; en consecuencia, la motivación que refiere en la contestación de la demanda no resulta válida al contenerse en documento distinto al acto controvertido.
Sirviendo de Apoyo la Jurisprudencia que enseguida se cita: Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

SÉPTIMO.- Adicionalmente, al haberse señalado como acto recurrido en el Recurso de Revisión ********** la Supuesta inspección física o visita aparentemente realizada por personal del área de supervisión de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano el día 10 de enero de 2020 y el acta que se pudo haber generado a raíz de dicha visita y según se desprende de la resolución impugnada, fue aparentemente realizada por la C. Angélica Balandrán García, Analista de Fraccionamientos de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, esta Sala Unitaria, entra al estudio de los conceptos de impugnación Quinto y Sexto, que se formulan en contra del referido acto, y que en la parte medular dicen:
“QUINTO.”

Al examinar el tercer agravio la Demandada Dirección de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, sostiene que es inoperante...”

“…esa visita e inspección a la que hace referencia la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano en el oficio ********** y que denomina la demandada como supervisión, fue controvertida, pues en el agravio tercero, se puso de manifiesto en esencia que no se siguieron las formalidades esenciales del procedimiento, pues no se le dio a la recurrente intervención alguna, no se encontró por escrito la orden de inspección, no se le hizo saber el objeto y alcance de la mismos, se ignora si fue emitido por autoridad competente si invocó los mismos artículos en el oficio impugnado, no se fundó debidamente la facultad o competencia para ordenar visitas e inspecciones físicas, se le coartó el derecho de señalar testigos, desconociendo en su totalidad el resultado de la inspección y si los inspectores cuentan con identificación oficial vigente.”

“…el agravio estuvo dirigido a controvertir el acto consistente en la supuesta inspección física o visita aparentemente realizada por personal del área de supervisión de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano el día 10 diez de enero de dos mil veinte 2020 y el acta que se pudo haber generado a raíz de dicha visita, quienes estaban obligadas a seguir las formalidades del procedimiento, a las que aluden los artículos 220, 221, 222 y 223 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí además de que infringió lo previsto en la fracción I el artículo 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí…”

“…al declararlo improcedente no se ocupó de su análisis… solo se limitó a afirmar sin analizar el reporte de supervisión realizado… se efectuó en apego a los artículos 155 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí y 80 84 párrafo segundo, última parte del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí…”

“Contrario a lo que afirma la demandada, la supervisión de fecha 10 de enero de 2020, no fue legalmente hecha, toda vez que como se planteó en el agravio tercero, no se respetaron las formalidades del procedimiento y tampoco se apegó a los artículos 155 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí y 80 y 84 párrafo segundo, última parte del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí…”

“SEXTO.”

“La demandada Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, en otro apartado refiere:

“el disconforme, en diverso sentido, argumenta la ilegalidad de un acta de inspección inexistente, prevista en los artículos 221 y 222 de la Ley de Desarrollo Urbano en Mención, que en todo caso obedece a naturaleza distinta y para diversas finalidades, como lo sería inspeccionar lo relativo a licencias de construcción y uso de suelo, que correspondería autorizar a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, no así a la supervisión de proyectos de fraccionamientos o condominio, que correspondía en ese entonces autorizar al Cabildo del H. Ayuntamiento.”
“Consideración anterior que resulta desacertada... porque en el oficio ********** informa a mi representada de que con fecha 10 de enero de la presente anualidad, fue realizada una visita al fraccionamiento por personal del área de supervisión de la Dirección, de lo que se colige que para la práctica de la Diligencia debe cumplirse, atento a lo dispuesto en los artículos 221 y 222 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí...”

“...Resulta dogmático por la falta de comprobación jurídica en su fundamentación y motivación que afirme que los artículos 221 y 222 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, obedezcan a naturaleza distinta y para diversas finalidades...”
Conceptos de impugnación que también resultan fundados, en razón de lo siguiente:

Del contenido del oficio ********** se advierte que el personal del Área de Supervisión de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, realizó una visita al Fraccionamiento ********** en la que al parecer se advirtió la existencia de obras y dispositivos que no se encuentran autorizados en el plano de lotificación. 
En esa tesitura, se debe precisar, que para la realización de visitas de inspección, supervisión o verificación, debe seguirse el procedimiento aplicable al caso concreto, en el que se otorgue al fraccionador el derecho de audiencia, y se cumplan las formalidades establecidas para su realización; ello independientemente de que se realice por Supervisores Municipales del Ayuntamiento, o por Inspectores, Supervisores o Verificadores de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano.
Lo anterior es así, pues de conformidad con lo dispuesto en el artículo 326 del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí, la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, tiene la facultad de inspeccionar las edificaciones y las obras de construcción que se encuentren en proceso o terminadas, a fin de verificar el cumplimiento de ese reglamento y de las demás disposiciones legales aplicables; cumpliendo las reglas establecidas en el citado artículo y siguiendo el procedimiento indicado en el numeral 327 del mismo ordenamiento legal.
De igual forma, en el capítulo I del Título Décimo Octavo de la Ley Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, se establecen las reglas del procedimiento que las autoridades competentes deben seguir para la práctica de las diligencias de inspección, supervisión o verificación, de cuyo resultado podrán aplicarse las medidas de seguridad y sanciones administrativas, previstas en los artículos 227 y 230, de la Ley en cita; encontrándose dentro de las medidas de seguridad,  la demolición total o parcial, y el retiro de materiales e instalaciones existentes en el predio; y dentro de las sanciones, la demolición total o parcial de las obras efectuadas en contravención a las disposiciones de esa Ley, los Planes de Desarrollo Urbano y la licencia de uso del suelo.
Por otra parte, en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, Título Tercero, Capítulo VI, se encuentran previstas las visitas de inspección y verificación que realicen las autoridades administrativas para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales reglamentarias, estableciendo en los artículos 196 a 203, los elementos y requisitos de formalidad que se deben seguir en dicho procedimiento.
En ese sentido, la autoridad demandada, para la práctica de la visita que dice llevó a cabo, conforme a las disposiciones señaladas en los párrafos que anteceden, debió seguir el procedimiento que resulte aplicable al caso concreto, respetando la garantía de audiencia del visitado.
Ahora bien, de lo manifestado en la resolución del Recurso de Revisión, se advierte que la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, quien emitió el oficio ********** de fecha veintiuno de enero de dos mil veinte, omitió desahogar un procedimiento para la práctica de la visita, ello es así, ya que en la resolución del recurso solo hace referencia a un reporte de supervisión hecho por ********** Analista de Fraccionamientos de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano de ese municipio, señalando que dicha supervisión se efectuó apegada a los artículos 155 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, 80 y 84 párrafo segundo, última parte del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí, que establecen a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, la facultad de supervisión directa con el objetivo de verificar el cumplimiento de las especificaciones y características autorizadas en el proyecto definitivo.
Lo que resulta incongruente, toda vez que en el oficio primigenio, no se menciona el reporte de supervisión hecho por ********** Analista de Fraccionamientos de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, sino a una “visita realizada al fraccionamiento” por personal del área de supervisión; y respecto a los numerales que señala, el artículo 155 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, establece la facultad del Ayuntamiento de realizar la supervisión municipal de las obras de urbanización y edificación, habilitado a peritos en la materia, inscritos en el Registro Estatal de Peritos que auxiliarán a la Autoridad Municipal en dicha función, quienes en el desempeño de sus funciones, observarán la legislación estatal y los reglamentos municipales aplicables; y los artículos 80 y 84 del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí, se refieren a la supervisión de la obra realizada por la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, por parte de los supervisores de la obra a efecto de garantizar la buena calidad de las obras; por lo que en ninguno de estos numerales se contiene el procedimiento que la autoridades administrativas competentes, deben seguir en la práctica de las diligencias de inspección, verificación y vigilancia, como la que fue realizada en el Fraccionamiento ********** según lo señalado en el oficio ********** de fecha veintiuno de enero de dos mil veinte.
En ese orden de ideas, le asiste razón a la promovente para decretar la nulidad de la inspección física o visita realizada por personal del área de supervisión de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano el día 10 de enero de 2020 y el acta que se pudo haber generado a raíz de dicha visita; por carecer de las formalidades establecidas en los numerales 164 fracción I, 165 fracción I, 197 a 203 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 220, 221 y 222  de Ley Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí; 326 y 327 del Reglamento de Construcciones del Municipio de San Luis Potosí.

En esa tesitura, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la Resolución Administrativa de fecha 12 doce de marzo de 2020 dos mil veinte, que resolvió el Recurso de Revisión ********** así como el Oficio número ********** folio ********** emitido el día 21 veintiuno de enero de 2020 dos mil veinte, por el Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí; la inspección física o visita realizada por personal del área de supervisión de la Dirección de Administración y desarrollo Urbano el día 10 de enero de 2020; y, el acta que se pudo haber generado a raíz de dicha visita; por lo que se decreta su NULIDAD TOTAL y se les deja sin efecto legal alguno.

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en los conceptos de impugnación manifestados por la parte actora, ya que aun y cuando resultaren fundados, en nada variaría el sentido de la presente resolución 
Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo.”

En el entendido de que, subsiste la obligación legal para la autoridad demandada de emitir una nueva resolución en relación a la solicitud de actualización o prórroga de la licencia de fraccionamiento, presentada por la parte actora; pues de otra manera se dejaría sin resolver la referida solicitud, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica.

En ese sentido, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos; en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, las autoridades demandadas deberán efectuar lo siguiente:
1.- La Directora General de Catastro Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, deberá emitir otra resolución dentro del Recurso de Revisión planteado por la empresa actora, debidamente fundada y motivada, en la que, atendiendo a los lineamientos determinados por esta Sala, declare la nulidad del Oficio número ********** folio ********** emitido el día 21 veintiuno de enero de 2020 dos mil veinte, por el Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí; y en su oportunidad procesal, devuelva el expediente del presente asunto debidamente integrado a la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, para que proceda en consecuencia. 
2.- El Director de Administración y Desarrollo Urbano del Municipio de San Luis Potosí, deberá:

a) Admitir a trámite la solicitud de prórroga o actualización de la licencia de fraccionamiento presentada por le empresa actora en fecha 17 de diciembre de 2019, a efecto de resolver sobre la procedencia o no de la misma, conforme a los ordenamientos legales aplicables vigentes a la fecha de otorgamiento de la licencia de fraccionamiento; y en caso de que se omita algún requisito en la solicitud de prórroga, se deberá requerir a la interesada por su cumplimiento, indicando con precisión lo que se hubiera omitido, de acuerdo con lo ordenado por los artículo 183 y 184 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
b).- Emitir una resolución debidamente fundada y motivada atendiendo todos los aspectos contenidos en la solicitud presentada por el hoy actor, determinando la procedencia o improcedencia de lo misma.
c) Abstenerse de condicionar la procedencia de la prórroga a cuestiones que no estén expresamente contenidas en la ley, o en su caso, en la licencia de fraccionamiento que fue otorgada a la empresa actora. 

Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a las autoridades demandadas, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria las prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, las requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II, III y IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo de esta sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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